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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las diez horas con treinta 

minutos del día veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. 

Mediante resolución de fecha veinte de octubre de dos mil veinte (fs. 239 y 240), se difirió el 

señalamiento de la audiencia de prueba; además, se suspendió el presente procedimiento y el plazo 

máximo para concluirlo, de conformidad a los artículos 89 y 94 de la Ley de Procedimientos 

Administrativos. 

Al respecto, este Tribunal hace las consideraciones siguientes: 

l. El presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra la licenciada 

, Jueza de Ejecución de Medidas al Menor de San Vicente, a quien se atribuye: 

i) La posible infracción al deber ético regulado en el artículo 5 letra a) de la Ley de Ética

Gubernamental (LEG), por el uso del vehículo placas p. , propiedad del Órgano Judicial, 

asignado a su persona, para realizar actividades personales como visitar centros comerciales hasta 

altas horas de la noche; y del vehículo placas N-5519, para movilizarse hacia su vivienda y realizar 

diligencias personales en el municipio de San Salvador, así como el combustible suministrado a 

ambos automotores. 

ii) La supuesta transgresión de la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra a) de la LEG,

por aceptar lociones, ropa y almuerzos por parte de personas a las que nombra en interinatos en el 

juzgado a su cargo, a cambio de concederles oportunidades laborales en esa sede judicial. 

iii) La posible infracción a la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG, por

presentarse de lunes a jueves a trabajar a las diez horas y los días viernes no se presenta a su lugar de 

trabajo, pues los destinaría para realizar actividades personales. 

iv) La supuesta vulneración de la prohibición ética regulada en el artículo 6 letra f) de la LEG,

por cuanto "obligaría" a tres subalternos a que durante su jornada laboral, conduzcan los vehículos 

placas P y N-5519, para trasladarla a realizar actividades personales y les solicitaría que 

� 
realicen "mandados" de carácter privado. 

11. El artículo 94 de la Ley de Procedimientos Administrativos establece que la suspensión

decretada en un procedimiento durará solo mientras subsista la causa que la motive. 

En la resolución de fs.239 y 240 se estableció que este Tribunal estaba consciente de la 

pandemia generada por el COVID-19, siendo un hecho público notorio la cantidad de contagios y 

víctimas que había generado en El Salvador en dicho momento (octubre de dos mil veinte); 

fundamentándose la suspensión del procedimiento, en el riesgo de contagio del virus relacionado en 

reuniones de personas, como la que se materializaría en la celebración de una audiencia de recepción 

de prueba testimonial. 

El riesgo relacionado con la pandemia persiste a la fecha, conforme a los datos oficiales sobre 

la situación nacional del COVID-19 registrados en el sitio web https://covid 19.gob.sv/, sin embargo, 

la prolongada e indeterminada paralización del trámite del presente procedimiento por esas 

circunstancias, deviene en que éste se sume al acumulado de casos pendientes de resolver 

definitivamente por este Tribunal, y es susceptible de menoscabar la esfera jurídica del investigado, al 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales, elementos de carácter confidencial e 
información reservada. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo 
establecido en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en aplicación 
del criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020.












